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SENTENCIA INTERI,OCU'TORIA DEI, TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lirra. l5 de ociLrbre de 2018

ASUN'I'O

Recurso de agravio constitlrcional interpuesto por doña Helga Suarez Clark,
contra la resolución de fojas 18,1, de fecha 17 de abdl de 2017, expedida por la Segunda
Sala Pcnal de Apelaciones de la Corte Superior dc Justicia del Cusco, que declaró
inlindada la demanda de habeat corpus de atios.

}-UNDAMIiNTOS

En la sentencia cmitida en el Expediente 0098 7-201 4-PA/TC, publicada en el diario
ol.j,cial El Peruano cl 29 de agosto de 2014, este l ribunal estableció, en el
fundamento 49, con carácter de prccedente, que se expedirá sentencia interlocr¡loria
dcnegatoria, dictada sin más trámite. cuando se presente alguno de los siguientes
supucstos. que igualmente están contcnidos en el artículo ll del Reglamento
Nornativo del Tribunal Constilucionall

I

Carezca de fundamcntación la supuesla vulneración que se invoque-
I-a cuestión de De¡echo contenida en el recu¡so no sca de especial
trascendcncia constitucional.
La cuestión de Derecho invocada contradiga un p¡ecedente del Tribunal
Constitucional.
Se haya decidido de mane¡a desestimatoria en casos sustancia¡mcDte iguales.d)

2. [n el presenle caso, se cvidencia que e] recurso dc agravio no está refe¡ido a una
cucstión de Derecho de especial trascendencia constitucional. Al ¡especto, un
recurso carece de esta cuálidad cuando no está relacionado coD el contenido
conslitucionalmente protegido de un de¡echo fundamenlal; cuando versa sobre un
asunto materialmente excluido del proceso de tutela de qüe se trata; o, finalmelte,
cuando lo pretendido no alude a un asunto quc requiere una tutela de especial
urgencia.

l. Expresado de otro rnodo, y tenicndo en cr¡enta lo precisado en el luldamento 50 dc
la sentencia cmitida en ei Expedientc 00987-2014-PA/TC, una cuestión no re!isre
especial túscendencia constitucional en los siguientes casos: (1) si una futura
rcsolució¡ del Tribunal ConstitucioDal no soluciona algún conflicto de relevancia
constitucional. pues no existe lesión que comprometa el derccho lundamental
involucrado o se trata de un asunto que no corresponde resoh,e¡ en la vía
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constitucional; o (2) si no existe necesidad dc tutelar de manera urgeüte el derecho
conslitucional invocado y no mcdian razones subjetivas u objetivas que habilitcn a

este ó¡gano colegiado para emilir un pronuncianricnto dc fondo.

4. En el caso de autos, el lecurso interpuesto no está ret¿rido a una cuestión de
Derecho de especial trascendcncia constitucional, pues no existe lesion que
comprometa el derecho fundamental involucrado. En efecto, la ¡ecullente alega la
vulneración dc sus derechos a la libertad personal y al libre tránsito por haber
estado internada en cl hospital Víclor Larco Ilcrrera.

5. Esta Sala del Tribunal Colstitucional aprecia que la recurrente ingrcsó en el
mencionado hospital el 19 de febre¡o de 2014, por un diagnóstico inicial de
trastorno psiqujátrico, y que se inició en su contra un proccso de interdicción civil y
curalela ante el l)écimo Juzgado de lamilia de Lima, cn el que mediante
Resolución 30, de fecha 18 de septiembre de 2015 (l 85, tomo II), se declaró
infundada la demanda; se dció sitr efecto su internamiento; se dispuso su salida
inmediata dcl hospital y que su hen¡ano don Humberl Hans Suárez Clark la
recogiera de dicho nosocomio (lixpediente 3645-2014-0-1801-JR-FT-10). En
consecuencia, Ia alegada a1¿c1ación ha cesado en un momenlo anterior a la

ón de la demanda (ei 15 de junio de 2016), puesto que, según se indica,
nte estuvo intemada en el ¡efe¡jdo hospital hasta noviembre de 2015
mo l). Posteriormente. via.jó a los Estados Unidos de Amé¡ica con su
regresó al país en mayo de 2016.

6. De otro lado, la rccurrente sostiene quc se amenaza su dcrecho a la integridad y
libcrtad persoIra]; sin embargo. de los hechos que rellere y los documentos quc
obran en autos no se nanillestan la existencia de una real vulneración o amenaza
cieña e inminente de los derechos constitucionales cuva tutcla se reclam¡

7. Finalmente, la denegación a su solicitt¡d de participación en la lestividad del Inri
Raymi en la Región Cusco. al pago de pensiones y dc una indemnización, asi comu
la falla de procrcación ¡o inciden de manera negativa, directa y concreta en el
derecho a la libertad personal invocado.

8. En consecuencia, y de lo expuesto en los fu¡damentos 2 a 7 supru, se verifica que
el presente ¡ccurso de ag¡avio ha incunido en la causal de rechazo prevista en el
acápite b) del fundamento 49 de la sentcncia emitida en el Expediente 00987-201,1-
PA/1C y en el inciso b) del atículo Il dcl Reglamenro Normativo del Tribunal
Constitucional. Por esta razón, coresponde deciarar. sin más trámite, improcedente
el rer:urso dc aprc\ io constitucional.
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Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que Ie
confiere la Constitución Política del Perú, y ia participación del magistrado Espinosa-
Saldaña Barera, convocado para dirimir la discordia suscitadá por el voto singular del
magistrado Fenero Costa,

Además, se incluye el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña
Baüera.

IIESUELVtr

Declarar IMPROCEDENTE el leculso de agravio co¡stitucional porquc la cueslión de
Derecho contenida en el recurso carece de especial trasccndencia constitucional.

Publiquese y notifi quese.

ss.

MIRANDA CANALES
SARDÓN D¡] TABOADA
ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA a7a_ (
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL M GISTRADO ESPINOSA-SALDANA
BARRERA

2. En ese se¡tido, considero necesario señalar que estamos ante una amenaza á ün

derecho fundamental cuando nos encontramos ante un hccho fufuro que

constituye un peligro próximo (ciefio e inminente), en tanto y en c[anto

configuia una incidencia negativa, concreta, directa y sin justificación razonable

a ese derecho fundamental.

'¿^) q

Loq c co:

Coincido con el scntido de lo resuelto por mis colegas Sin embargo, considero

necesa o señalar lo siguiente:

1. Nuestra responsabilidad como jueces constitucionales del Tribünal

Constitucion;l peruano incluye pronunciarse coü resoluciones comprensibles, y

a la vez, rigurosas técnicamente si no se toma en cuenta ello, el Tribunal

Co[stitucional falta a su responsabilidad i¡stitucional de concretización de ]a

Constitución, pues debe hacerse entender a cabalidad en la compresión del

ordenamiento juridico confo¡me a los principios, valores y demás preceptos de

esta misma Constitució[.

'--

'(
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VOTO SINGUI,AII DEI, MAGISTRADO FERRERO COSTA

Lion la ro,"r,"O que me otorga ia Conslitución, y con ei mayor respeto por la poncnci¡
de mi colega magistrado, cmito e1 presente voto singular, para expresar respetuosamente
que disicnto del precedente vinculante estabiecido en la Sentencia 00987-2014-PA/1'C.
SIINTENCIA iNTIIRLOCUTOIIIA DLNEGATORIA, po¡ 1os fr¡ndamenros quc a
conlinuación expongo:

lal- TRrBtNAl. CoNst r'lr]ctoNAt, coMo coRTE DE Rryts¡óN o FAt,Lo ] \o D¡l
C,]ISACIÓN

L¿r Consrilución de 1979 crcó el Tribunal de Garantias Constitucionales como
instancia de casación y la Constitución de 1993 convir¡ió al Tribunal Constitucional
en inslancia de thllo. I"a Constitución del 79, por primera vez en nuest¡a historia
conslitL¡cional. djspuso la c¡cación de un órgano dd hoc, independielrte del poder
Judiciql, con la tarea dc garantizar la suprcmacia constitucional y la vigencia plena
dc los de¡echos lundamentales.

2. I-a Ley Fundamcntal de 1979 eshbleció que el 'l'ribunal de Garantias
Constitt¡cionales cra un órgano de co¡trol de la Constitución, que tenia jurisdicción
en todo el terdtorio nacional para conocer, en via de casación, d,e los habea.\ corpu¡-
y amparos denegados por el Poder.ludicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constiluia una instancia habilitada para fallar en lbrma deflDitiva sobre la causa. i-ls
decir, no se pronuDciaba sobrc los hechos invocados como ameiaza o lcsión a los
de¡echos ¡econocidos cn la Conslitución.

3. En ese scnlido. la Ley 23385, Ley Orgrínica de1 Tribunal de Garantías
Constitucionales, vigcnte en ese momento. estableció, en sus añícr_rlos 42 al 46. que
clicho ór'garo, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la iey o Ia ha
aplicado en lbrma enada o ha incurrido en g¡avcs vicios procesales en la
lramitación y resolución de la demanda, procedcrá a casar la sentencia y. luego de
señalar Ia dcllciencia. dcvoh,erá los actuados a la Cor.te Suprcma de Justicia de la
Rcpública (rccnvio) para que emita nuevo 1állo siguienclo sus lineamientos,
proccdimienlo cluc. a todas luccs, dilataba cn exceso Ios procesos constitucionalcs
nrencionados.

I illliil ilIilfl tll ti

'1. Hl modelo de 1ulela antc amenazas y vrLlneración de derechos fue seria¡¡ente
n]odillcado eD la Constitución de 1993. D11 primer lugar, se amplian los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a sabet) habeal corpus, amparc, habeos ddto
v acción dc culiplimicnto. En scgundo lugar, se crea al T¡ibunal Constitucional
como órgano de conlrol dc la constitucionalidad, aun cuando la Constitr¡ción lo
caiifica cffóne¿unentc como "órgano de cont¡ol de la Constilución',. No obstante. en
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maleria de procesos co[stitucionales dc la libe¡1ad. la Conslilución estab]ece quc ci
'l'ribunal alonstilucional es instancia de revisió¡ o f'allo.

5. Cabc señalar quc la Constitución Politica del Perú, en su afiículo 202. inciso 2,

prcscribe que corresponde al 'l¡ibunal Conslilucional "conocer, en últimu y
Llcfinítivd insldncia, lus re,'oluciones denegdbrias dictddas en los proce.tos de

habeat corpus. amparo habeas data l.tcción de cunplin¡ento". Esta disposiciún
constitucional, desde una posición de lranca tutela de los derechos lirndamentales,
exige clue el TribLLnal Constirucional escuche y evalúe ios alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en u11 derecho fundamcntal. Una lcctura diversa
contravcDdría mandatos cscnciales de la Constitución, como son el principio de

deiénsa de la per-sona humana ¡ el respeio de su dignidad como fin sup¡emo de la
sociedad ) del Estado (articulo l). y "la obsertuncia del debido proceso y lutela
jurisliccionol Ninguna persona puede ,'er desviada de lo ilrisdicción
pre¡elerfiinudu pol lu l4). ni somelid¿t d procedimienb distinb de los preúamenle
establecidos, ni juzgacla por órganos jltitLlicc¡onales de excepción n¡ p,'r
cot11i.tiofie\ erpeciales creodas dl elbclo cudlquiera ¡^eq su denoninac¡ón".
consagrada en el articulo 139, inciso 3.

6. Co¡no se advieÍe, a dilérencia de lo que acontece en otros países. en los cuales el
acccso a ia ílltima instatlcia consaitucional tienc ]ugar por 1a vía del c.r¡ioruri
(Suprema Cofie de los Estados Unidos), en el Perír el Poder Constituycntc optó por
un órgano suprenro de i¡tcrprctación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
e¡ los llamados procesos de la libe¡tad cuando el agraviado no haya obtenido una
protccción dc su derecho en sede del Pode¡ Judicial. En otras palabras, si lo que
eslá cll discusión es la supucsta amenaza o lesión de un derecho fundamcntal, sc
dcbe ablir la vía correspondiente para que el Tribunai Constilucional pueda
pronunciarse. Pero la apeflura de esla vÍa solo se produce si se permite al
peticionante colaborar con los jüeces constitucionales mediante un pormenorizado
.rnálisis Je lo que sc prctc¡dc. de lo qrre "r inr,,,ca.

7. Lo constitucional cs escuchal a la parte como concretización de su dereoho
irrcnunciable a la del'ensa; además. un Tribr¡lal Constitucional constjtuyc cl más
cl¿ctivo medio de dcfcnsa de los derechos tilndamcntalcs lrente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el lriunlb de la justicia liente a la
arbitraricdad.

lll- DlRucllo A sI,tR oiDo collo iria\tlust ACIóN DE L^ DEIIocRA'l tzACtóN Du l,os
PRocl]sos Co\sll1 t cro}..ALlis Du t-^ LIBER'fAI)

8. La administración de justicia constitucional de la libertad que brind¿ el Tribunal
Conslitucional, desde su creaci¿)n, es rcspetuosa, corno oorrespondc, del derecho de
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del¡nsa inherenle a toda persona, quya manil¡stación primaria es el derecho a scr
oÍdo con todas las debidas garantías al irtcrior de cualquicr proceso en el cual se

dcrr'rnlincrr.u. dc'cchos. irrcrcscs ) obligacionc..

9. Precisa ente, mi alejamienlo respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con ia delénsa. la c¡¡al. sólo es

elecliva cuando el.justiciable y sus abogados pucden exponer, de manera cscrita y
oral, los argumenlos pertinentes, concretándose cl principio de inmcdiacion quc
debe regir en lodo proceso conslilucional.

10. Sobre la intervención de las partes, co¡responde señalar que, en lanto que la
polestad de adminislrar justicia constituye una manifestacjón del poder que e1

llstado ostenla sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda con eslricto respeto dc los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a sc¡ oido con las debidas garantias.

I l. Cabe añadir que la patjcipación di¡ecta de las partes, en def-ensa de sus intercscs,
quc se co[cede en la audiencia de vista, también constituye un elemento qr¡e

democratiza el ploceso. De lo contrado, se decidiría sobre la eslera dc interés de
una pcrsona siD pen¡itirle alegar lo correspondiente a su favor, lo clue resultaria
exoluyente y antidcmocrático. Además. el 'l'ribunal Comtit¡.rcional tiene el debcr
iDeludible dr: oprimizar, en cada caso concreto. las razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porque eI Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un lribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
exprcsar de modo sr¡ñciente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelvc.
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12. En ese sentido. la Cortc Interamericana de Derechos llumanos ha esiablecido quc cl
dc¡ccho de del¿nsa "o¡1iga a¡l ¿lJ td.lo a tr.ttar dl ind¡\r¡duo en todo momenb cono
un yerdaden¡ su¡eto del proceso, en el no:,tmpli,t.¡en Jo dc est¿ c,Jnrlpto, )) no
s¡fiplene te como obiefo dal mismu"'. \ quc "para qk ¿xi.ttú l¿htdo proceso lcgal
es ptcciso qtre un justiciable puedd hdcer yctlcr tus derechos y def¿ndet su,\
¡nl!tt't¡.tn_[ú]mLt ¿/.ctiva ) Ln condicír¡ne:; de igualdad procesal con otros
t 't11t'11thl, \

r Corte IDFL Caso Barreto Leiva vs- Vcnezuela. sentencia del 17 tle noviembre de 2009
párrafo 29.
r Cortc IDH. Caso Hilairc, Constantine y Benjamin ) otros vs. Trinidad y l'obago,
senlencia dcl 2l de junio de 2002, pánalo 146.

Nfl
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13. l..l ¡nodclo dc "insl¿rncia de lallo" plasmado en la Constitución no puede ser
desviÍr¡aclo por el Tribunal Co¡stitucional si no es con grave violaciól de sus

disposicioncs. Dicho l'ribunal es su intérprele supremo, pero no su retbrmador, toda
vez c¡ue como órgano conslituido tambié11 está somctido a la Constitución.

14. Cuando sc aplica a un proceso constitucional de la libertad la denominada
"scnlcncia intcrlocutoria", el recurso de agravio conslitucional (RAC) pierde su

vcrdadera esencia jurídica, ya que el T¡ibunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos "recalillcar" el recurso dc agravio constitucional.

15. De conl-ormidad con los a¡tículos 18 y 20 del Código Procesal ConstitLrcional, el
'Iribunal Constitucional no 'concede" el recurso. Esta es una corrpetencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. AI Tribunal lo que le corresponde es conocer del
fu\C y pronunciaise sobre el ibndo. Por ende. no le ha sido dada la competencia de

r'echazar dicho rect¡rso, sino por el contrario de "conocer" lo que la parle alega
rorno Lrn.rgr¡vro quc le cdLrsx rnd(rinsión.

16. I)or otro lado, la "senlencia inlerlocutoria" cslablece como supucstos para su
aplicación fórmulas imprecisas y arnplias cr¡yo co¡tenido! en el mejor de los casos.
rcquiere ser aclarado, justificado y conc¡etado en supuestos especíñcos, a saber,
identiilcar en qué casos se aplicaria. No hacerlo, no dcñni¡lo, ni justiñcarlo.
co¡vieÍe el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podria
aftclar, cntre otros, cl derecho fu[damental de defensa, en su manil¡stación dc scr
oido con las debidas garantías, pues elio daría lugar a decisiones subjetiras ¡
carentes de predictibilidad, af'ectaDdo notablcmente a los justiciables, quienes
tcndrÍan que adivinar qué resolverá el T bunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

17. Por Io dcmás. ¡l1uÍutis n|Lúandis, el precedente vinculantc contenido en la Sentencia
00987-20 I 4-PA/|C repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otlos
Iallos, como en el caso l-uis Sánchez Lagomarcino RamÍrez (Scntencia 02877-
2005-PIICIIq. Del mismo modo, constituyc una reañrmación de la naluraleza
procesal de los procesos coüstitr¡cion¿les de la ljbc(ad (supletofiedad, vía prevjJ,
\'ías pa¡alelas. lilispendencia, invocaciór] del derecho conslitucional liquido y
cierto, ctc.).

18. Sin embalgo. ei hecho de que los procesos constilucionales de la libcrtad scan de
una naturaleza procesal distinla a la de los p¡ocesos ordinarios no constituye u¡
molivo para quc sc pueda desvirtuar la esencla principal del recurso de atsravio
conslilucional.
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l9 l)orlanto. si sc tiene en cuenla clue la jusliciaen sede constitucional reprcscnta la
úlrima posibilidad para p¡oleger y reparar los derechos l'undamcntales de los
agmviados, voto a fhvor dc quc cn cl prcsclrtc caso se convoque a audiencia para la
vista, lo quc garantiza que el 'fribunal Constitucional, en lanto instancia última y
deiinitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

derechos esenciales cuaido no encuenl¡an justicia en ei Poder Judiciall
cspccialmcntc si se tic¡e cn cuenta que, agotada la via constitucional, aljusticiablc
solo le qucda el canlino dc 1a jurisdicción internacional de protección de dcrcchos
humanos.
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20. Como ailrmó Raú1 ferrero Rebagliati, "la delelsa de] derecho de uno es, al misno
tiempo, una defensa total de la Constitucjón, pucs si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional. cada cual al defender su derecho
cstá deléndiendo el de los demás y cl de la comunidad que rcsulta oprimida o

cnvilccida sin la protecc ión j udic ial auténtica".


